JUICIO POLÍTICO DEDUCIDO CONTRA LA MINISTRO DEL STJ DE MISIONES, MARTA CATELLA

El Intendente de San Vicente –Pcia. De Misiones- Luis Benitez (que responde al Gobernador Rovira) presentó un pedido de juicio político ante la Legislatura provincial contra la Ministro del Superior Tribunal de Justicia (STJ) Marta Catella. Este pedido se origina en una causa iniciada por el denunciante ante el STJ. 

El proceso de juicio político de los Ministros del STJ se sustancia ante la Cámara de Representantes (Poder Legislativo provincial).

La Sala Acusadora de la Cámara de Representantes se reunirá el martes 27 de diciembre para analizar la procedencia del juicio político. Se descuenta que el se pronunciarán a favor de la admisibilidad, ya que es una decisión que se toma con mayoría simple de presentes (21 de los 35 diputados provinciales son del Frente Renovador, el partido de gobierno). Los trascendidos son que existe voluntad política de avanzar en la destitución de Catella, y que la Cámara de Representantes va a trabajar durante enero para avanzar y terminar el proceso de juicio político.
Relato de los hechos
El Intendente Luis Benitez fue destituido por el Concejo Deliberante de San Vicente. Contra esta decisión, Benitez interpuso recurso de apelación ante el STJ (de conformidad con lo previsto en la ley provincial 257).

Luego del llamamiento de autos para sentencia, la Dra. Catella advierte que el Presidente del Tribunal había omitido ordenar la producción de prueba ofrecida por la parte apelante. Ante esta omisión, se dicta una medida de mejor proveer y se ordena la prueba (hizo falta una medida de mejor proveer ya que hubo llamamiento de autos para sentencia). Una vez producida la prueba, el STJ dicta sentencia, con votos divididos rechazando la apelación de Benitez. La Dra. Catella firmó con la mayoría por el rechazo del recurso.

Luego de dictada la sentencia, Benitez presenta un incidente de nulidad de todo lo actuado con posterioridad a la producción de la prueba, ya que no fue notificado de ello en forma debida y no pudo ejercer su derecho de defensa.

El STJ hace lugar a este pedido. En esta oportunidad, la Dra. Catella entendió que efectivamente Benitez no había sido notificado en forma debida de la incorporación de la prueba, y consideró que esta falta de notificación afectó su derecho de defensa en juicio, de debido proceso, y de igualdad entre las partes (ya que el Concejo Deliberante sí se pronunció sobre la prueba incorporada), y vota por la nulidad de todo lo actuado con posterioridad a la incorporación de la prueba.

Benitez presenta el pedido de juicio político contra la Dra. Catella, manifestando que falló en forma contradictoria. Es evidente que no existe contradicción alguna porque en el recurso de apelación integró la mayoría que votando sobre el fondo de la cuestión, rechazó la apelación, y en el pedido de nulidad hizo lugar a la nulidad peticionada, no resolvió sobre el fondo. Con posterioridad, y antes del pedido de juicio político consta presentación de inhibición para seguir actuando por haber emitido voto sobre el fondo de la cuestión en examen.
El interés político en el pedido de juicio político

El Intendente de San Vicente es un hombre que responde al Gobernador Rovira (de hecho, tanto en el recurso de apelación como en el pedido de nulidad, lo patrocina un asesor del gobernador).

Rovira se manifestó públicamente muchas veces a favor de la renovación del Poder Judicial, y ya circulan en los diarios nombres de los Ministros que nombraría en el STJ (aún antes de iniciarse los procesos de juicio político). Algún sector del periodismo (como es obvio, los diarios de mayor circulación responden al Gobernador, con excepción del diario Primera Edición) se ha manifestado críticamente por el sesgo autoritario del Poder Ejecutivo respecto del Judicial y la sensación de inseguridad y persecusión que genera.

Catella está a cargo del Tribunal Electoral Provincial (el Presidente del Electoral se elige por sorteo entre los Ministros del STJ). En las últimas elecciones, se pronunció en contra de los intereses del oficialismo en dos oportunidades, negándole un diputado provincial y un concejal (esto es así, porque la Constitución Provincial reserva un piso mínimo de un tercio de la representación legislativa a la minoría. Como el caudal de votos obtenidos por la mayoría afectaba ese tercio reservado a la minoría, asumieron respectivamente un diputado y un concejal por la minoría, en lugar de los legisladores oficialistas. El partido de gobierno –Frente Renovador- hizo presentaciones para quedarse con esas bancas, que fue rechazado por el Electoral, con el voto de Catella. Ver Resoluciones del 8, 10 y 18 de noviembre de 2005, en www.electoralmisiones.gov.ar). Catella tendría que seguir al frente del Electoral durante otros dos años, si no fuera removida por el juicio político iniciado.

Además de restarle dos legisladores, otros pronunciamientos de Catella habrían molestado al Gobierno, al impedir que el suegro de Rovira se lleve una suma que reclamaba. Se trata en Acuerdo l4 del 15 de mayo de 2002. Expte Adm 288-P-2001- "Presidente STJ s/ disponibilidades Tasa Adicional de Justicia" y sus tres expedientes agregados por cuerda, el Ministro Secretario de Estado de Obras y Servicios Públicos, peticiona al STJ liquidación y pago de certificados de Obra Edificio para el Poder Judicial a la contratista SPOTORNO-ECIM (DEL SUEGRO DEL GOBERNADOR) con imputación a la Cuental Fondo de Justicia, Fondo específico del Poder Judicial . La mayoría votó favorablemente, Catella integró la disidencia, y su voto es el que fundamentó la ilegalidad del Pago, y la improcedencia de que el dictamen (favorable al pago) del Fiscal de Estado sea obligatorio para el Superior Tribunal de Justicia, y  para el Tribunal de Cuentas, organismo de la constitución con autonomía funcional esencial al gobierno republicano, que tiene por fin velar a la función pública del flagelo de la corrupción. Estos fundamentos de Catella en su disidencia son los que determinaron en el curso de las actuaciones que no se paguen los certificados de obra con Fondos Propios del Poder Judicial.

Estando a cargo del Electoral, Catella recibía “órdenes” del Secretario de Hacienda de no pagar el denominado “blanqueo” de sueldos de los judiciales. Se trataba de una ley sancionada por una legislatura que en ese momento era controlada por Puerta (opositor del actual Gobernador Rovira), que decidió incluir en el sueldo de los judiciales sumas que recibían de hecho. Rovira vetó esta ley pero la Cámara de Representantes insistió en su sanción. Catella se opuso a este pedido de no aplicar la ley al liquidar los sueldos del personal del Electoral, señalando que no puede dejar de aplicar una ley a menos de que exista una declaración de inconstitucionalidad, que no era el caso. Nueva razón de enojo del Gobierno con Catella (Expte. 135/05 se resolvió en los Acuerdos 679/05 y 668/05. Hay que tener presente que Rovira de hecho dejó de aplicar las leyes que no le gustaban, que fueron sancionadas por una Legislatura controlada por Puerta. Hace pocos días, cuando ya obtuvo la mayoría en la Cámara de Representantes luego de las últimas elecciones, se derogaron 39 leyes de una sola sentada, leyes que él llama “de la vergüenza”. En este contexto, la “orden” de no aplicar la ley dirigida a Catella con respecto al personal del Electoral, era la decisión adoptada y seguida por el gobierno respecto de varias leyes que directamente se dejaron de aplicar).

Catella hizo una presentación con datos estadísticos pedidos a Contadora del Superior Tribunal de Justicia que mostraban que se había informado erróneamente a la Cámara de Representantes que no había fondos para pagar el denominado blanqueo. La Cámara pidió el informe de Catella. Catella en el transcurso del año participó como ministro en Mesa de Trabajo con Asociación de Magistrados, EFUMA, Unión Judicial, Colegio de Abogados, trabajando en temas salariales y diversos programas de mejoramiento de la justicia, participación que no era del agrado del gobernador.

Algunas Resoluciones de Catella contrarias al oficialismo (se pueden acompañar estas resoluciones en soporte digital)
I. Resoluciones del Tribunal Electoral:
I.1. Las Res. 447, 452 y 463 en los que aplicó la clásula constitucional concediendo un tercio a la minoría (en la Cámara de Representantes y en el Concejo Deliberante de Eldorado. En el caso del Consejo Deliberante, tienen presentado un recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, del cual se corrió traslado la semana pasada). Rechazó los planteos efectuados por el Frente Renovador, el partido oficialista.

I. 2. Lo resuelto respecto al pedido del Ministro Secretario de Hacienda y Finanzas (le solicitaba que no aplique la denominada ley de blanqueo) en expediente 135/05: Acuerdo 679/05 y Acuerdo 685/05. Catella rechaza el pedido, señalando que no puede dejar de aplicar una ley a menos que exista declaración de inconstitucionalidad.

I.3. La intimación efectuada a la Tesorera cuando no depositó los fondos del blanqueo.

El Tribunal Electoral, creó una página web para la transparencia durante la Presidencia de Catella: www.electoralmisiones.gov.ar 
II. Archivos del Superior Tribunal de Justicia:

II.1: Jurisdiccionales:

II.1.1. La Resolución recaída cuando el intendente Benítez apeló la destitución.

II.1.2. La Resolución en el incidente de nulidad que promovió Benítez.(Esta es la resolución que ocasiona el pedido de juicio político. Ambas con el patrocinio del Dr. Duarte, asesor del Gobernador).

II.1.3. Res. 314/05. Es uno de los casos de pedido dedevolución del 13% que se descontaba a los empleados estatales. Es una de las muchas disidencias similares porque la mayoría lo consideró "cuestión abstracta" (la única que hizo lugar al pedido de devolución fue Catella. La Cámara de Representantes sancionó leyes de devolución, pero no eran aplicadas y no se devolvía la plata ilegítimamente descontada. La disidencia sigue la doctrina de la Corte Suprema en la causa Tobar. Recientemente se derogaron en bloque 39 leyes, que habían sido anteriormente vetadas por el gobernador y luego el Poder Legislativo insistió en su sanción) 

II.2. Superintendencia:

II.2.1. El último Acuerdo (28/12/05) donde entró el pedido de Oberá para que se gire la causa penal que fue pedida por el Jurado de Enuiciamiento.( El Presidente del Jurado de Enjuiciamiento, es el Pte. del STJ, esto es el Dr. Rojas). Este es el juez que investigaba el homicidio de una mujer, en el que se encontraría involucrado el hijo de una diputada muy cercana a Rovira, y en forma irregular le quitaron el expediente para que prescribiera la causa. En este acuerdo Catella requirió que se devuelva el Expediente para que el juez pueda resolver en los término procesales.

II.2.2. Acuerdo extraordinario nº 8/05: La intimación a la tesorera para que deposite los fondos con aplicación de la ley 4176 vigente de blanqueo (mi Acuerdo en el Electoral es ese mismo día un rato antes que el Acuerdo en el STJ). Se le notifica por Oficio 3806/05.  Dr. Rojas única disidencia.

II.2.3. Acuerdo Extraordinario nº 9: Ratifica intimación a Tesorera. Dr. Rojas única disidencia.

II.2.4. Acuerdo nº 14/02. Expte. 288-P-01 "Presidente S.T.J. disponibilidades Tasa adicional de Justicia". Es el caso Palacio de Justicia: el Ministro Secretario de Obras y Servicios Públicos peticiona que el STJ liquide y pague certificados de Obra Edificio para el Poder Judicial, con recursos específicos de ese Poder Fondo de Justicia, fuera de los términos del contrato. Catella es la única disidencia (la empresa SPOTORNO es del suegro del gobernador)

El procedimiento de juicio político

El procedimiento se encuentra regulado en la Constitución Provincial (arts. 151 a 157) y en la ley 120.

La Cámara de Representantes de Misiones es unicameral. Para el juicio político, se divide en dos salas: una acusadora y otra juzgadora. La división se hace por sorteo respetando la integración política de la Cámara y ambas tendrán el mismo número de Diputados (en realidad, ahora no pueden tener igual cantidad de integrantes, ya que hay 35 diputados).

La Sala Acusadora decide la procedencia del pedido de juicio político con mayoría simple de miembros presentes. Debe designar previamente una comisión de investigación compuesta por 5 miembros, que tiene 30 días para dictaminar. La Sala Acusadora necesita dos tercios de sus miembros presentes para dar curso a la acusación, y el acusado queda suspendido sin goce de sueldo.

La Sala Acusadora debe designar 3 integrantes para sostener la acusación ante la Sala Juzgadora, quien tiene 30 días para fallar. Todos los días son corridos.

